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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 6º Juzgado Civil de Santiago

CAUSA ROL : C-8737-2025

CARATULADO : RENDIC/FISCO DE CHILE - C.D.E.

Santiago, veintiocho de agosto de dos mil veintis isé

VISTOS:

Que, a folio 1, comparecen Mauricio Gajardo Guzm n y Waldo Torres Hugo,á  

abogados,  en  representaci n  de  ó Elizabeth  Rendic  Olate,  pensionada,  todos 

domiciliados en Pasaje Doctor S tero del R o N  508, oficina 724, comuna de Santiago,ó í °  

e  interponen  demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  responsabilidadó  

extracontractual del Estado en contra del Fisco de Chile, representado legalmente por 

el  Presidente  del  Consejo  de  Defensa  del  Estado,  Ra l  Letelier  Wartenberg,  ambosú  

domiciliados en calle Agustinas N  1225, piso 4, comuna de Santiago, o por quien le°  

subrogue o reemplace legalmente.

Fundan su presentaci n haciendo una exposici n del relato de Elizabeth Rendicó ó  

Olate, quien refiere que el 28 de noviembre de 1982 fue colisionada intencionalmente y 

detenida de forma violenta por Carabineros en la Panamericana Sur, operativo en el que 

su pareja result  muerta. Se ala que fue trasladada a la 18  Comisar a de Carabineros,ó ñ ª í  

donde  sufri  desnudamiento  vejatorio,  golpizas  en  los  o dos  que  le  generaron  da oó í ñ  

auditivo  y  la  introducci n  de  elementos  puntiagudos  bajo  las  u as.  Expone  queó ñ  

posteriormente  fue  trasladada  a  la  1  Comisar a  de  Carabineros  y  luego al  Cuartelª í  

Borgo o  de  la  CNI,  recinto  en  el  que  permaneci  incomunicada  durante  17  d as,ñ ó í  

sometida a interrogatorios  con aplicaci n  de electricidad,  golpes,  burlas  y  amenazas.ó  

A ade que el 24 de diciembre de 1982 fue derivada al Centro de Orientaci n Femeninañ ó  

(COF), manteni ndose en un calabozo subterr neo incomunicada por 10 d as, para luegoé á í  

ser trasladada a la C rcel de Hombres de San Miguel y posteriormente a la C rcel deá á  

Santo Domingo, permaneciendo en prisi n pol tica un total de 6 a os y meses. Refiereó í ñ  

que tras su liberaci n en 1990 sufri  persecuci n, la privaci n del derecho a voto hastaó ó ó ó  

1993, discriminaci n laboral en el ejercicio de su profesi n y severas secuelas f sicas yó ó í  

psicol gicas permanentes.ó

Que, en cuanto al derecho, alegan que los hechos descritos constituyen cr menesí  

de  lesa  humanidad  seg n  el  art culo  7  del  Estatuto  de  Roma  de  la  Corte  Penalú í °  

Internacional y el Estatuto del Tribunal Militar de N remberg de 1945, por haber sidoú  

ejecutados en el marco de un ataque generalizado y sistem tico contra la poblaci n civil.á ó
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Respecto de las bases constitucionales de la responsabilidad del Estado, citan los 

art culos  1 ,  5  inciso  2 ,  6 ,  7  y  38  inciso  2  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ° ° ° ° ° ó í  

Rep blica,  en relaci n con el  art culo 4  del  D.F.L.  N  1/19.653 (que fij  el  textoú ó í ° ° ó  

refundido de la Ley N  18.575), se alando que el Estado debe responder de manera° ñ  

gen rica y de derecho p blico por las lesiones causadas a los derechos de las personasé ú  

por la actuaci n de sus rganos.ó ó

En  relaci n  con  el  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos,ó  

fundamentan  el  deber  de  reparaci n  integral  en  la  Convenci n  Americana  sobreó ó  

Derechos  Humanos,  el  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos,  laí  

Convenci n contra la Tortura de la ONU, los Convenios de Ginebra de 1949 y laó  

Resoluci n  60/147  de  la  Asamblea  General  de  la  ONU.  Asimismo,  sostienen  laó  

imprescriptibilidad  de  la  acci n  civil  indemnizatoria  derivada  de  delitos  de  lesaó  

humanidad en virtud de normas de ius cogens y la jurisprudencia de la Corte Suprema, 

por lo que resultan inaplicables las normas de derecho privado sobre prescripci n deló  

C digo Civil.ó

En  cuanto  al  da o  moral,  sostienen  que  abarca  los  padecimientos  f sicos,ñ í  

ps quicos y espirituales sufridos por la demandante. Con cita de doctrina nacional  yí  

jurisprudencia de los tribunales superiores y de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos,  argumentan  que  el  da o  moral  en  v ctimas  de  violaciones  graves  a  losñ í  

derechos humanos no requiere de prueba especial en juicio, al emanar en forma evidente 

de la gravedad de los hechos il citos acreditados.í

Por lo expuesto, y de conformidad con los art culos 1 , 5  inciso 2 , 6 , 7 , 19 yí ° ° ° ° °  

38 inciso 2  de la Constituci n Pol tica; art culo 4  de la Ley N  18.575; normas del° ó í í ° °  

C digo Civil y tratados internacionales sobre derechos humanos, interpone demanda deó  

indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile, solicitando se le condene aló  

pago de $250.000.000 a favor de Elizabeth Rendic Olate por concepto de da o moral,ñ  

m s reajustes seg n el IPC e intereses desde la notificaci n de la demanda hasta el pagoá ú ó  

efectivo, y al pago de las costas de la causa.

Que, con fecha 11 de agosto de 2025, a folio 7, consta la notificaci n de laó  

demanda de conformidad a la ley al Fisco de Chile, representado por el Consejo de 

Defensa del Estado.

Que, con fecha 2 de septiembre de 2026, a folio 9, comparece Marcelo Eduardo 

Chand a Pe a,  Abogado Procurador Fiscal  de Santiago del  Consejo de Defensa delí ñ  

Estado, por el  Fisco de Chile,  contestando la demanda oponiendo, en primer lugar, 

excepci n de reparaci n integral por haber sido ya indemnizado la demandante, todaó ó  

vez que la reparaci n a las v ctimas de violaciones a los derechos humanos ya se haó í  

realizado  principalmente  a  trav s  de  tres  tipos  de  compensaciones,  a  saber:  a)é  

Reparaciones mediante transferencias directas de dinero; b) Reparaciones mediante la 

asignaci n  de  derechos  sobre  prestaciones  estatales  espec ficas;  y  c)  Reparacionesó í  

simb licas.ó
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Alega que, en lo que respecta a la reparaci n mediante transferencias de dinero,ó  

este tipo de indemnizaciones ha significado como costo para el Estado, a diciembre de 

2019, en concepto de: A) Pensiones: la suma de $247.751.547.837.- como parte de las 

asignadas por la Ley 19.123 (Comisi n Rettig); y de $648.871.782.936.- como parte deó  

las  asignadas  por  la  Ley  19.992  (Comisi n  Valech);  B)  Bonos:  la  suma  deó  

$41.910.643.367.- asignada por la Ley 19.980 (Comisi n Rettig) y de $23.388.490.737.-ó  

por  la  ya  referida  Ley  19.992;  y  C)  Desahucio  (Bono  compensatorio):  la  suma  de 

$1.464.702.888.- asignada por medio de la Ley 19.123.- D) Bono Extraordinario (Ley 

20.874): la suma de $$23.388.490.737.

En consecuencia, a diciembre de 2019, el Fisco hab a desembolsado la suma totalí  

de $992.084.910.400.

En este punto, alega que, siguiendo una perspectiva indemnizatoria, una pensi nó  

mensual es tambi n una forma de reparar un perjuicio actual y, aunque ella comporteé  

una sucesi n de pagos por la vida del beneficiario, ello no obsta a que pueda valorizarseó  

para saber cu l fue su impacto compensatorio, siendo una buena manera de concretará  

las  medidas  que  la  justicia  transicional  exige  en  estos  casos  obteni ndose  con  ello,é  

compensaciones razonables que est n en coherencia con las fijadas por los tribunales ená  

casos de p rdidas culposas de familiares.é

1.- Reparaciones espec ficas.í

Ley 19.992 y sus modificaciones sobre prisioneros y torturados pol ticos.í

En  lo  tocante  al  caso,  se ala  que  la  demandante  ha  recibido  beneficiosñ  

pecuniarios  al  amparo de las  leyes  N  20.874 N  19.992 y  sus  modificaciones,  que° °  

estableci  una pensi n anual  de reparaci n y otorg  otros  beneficios  a favor de lasó ó ó ó  

personas afectadas por violaciones de derechos humanos individualizados en el anexo 

Listado de prisioneros pol ticos y torturados  de la N mina de personas Reconocidas“ í ” ó  

como  V ctimas  estableci ndose  una  pensi n  anual  reajustable  de  $1.353.798.-  paraí é ó  

beneficiarios menores de 70 a os; de $1.480.284.- para beneficiarios de 70 o m s a os deñ á ñ  

edad y de $1.549.422.- para beneficiarios mayores de 75 a os de edad y adicionalmenteñ  

la actora recibi  en forma reciente el Aporte nico de Reparaci n Ley 20.874, poró Ú ó  

$1.000.000.

2.- Reparaciones mediante la asignación de derechos sobre prestaciones estatales 

espec ficas.í

En este mbito, refiere que se concedi  a los beneficiarios tanto de la Ley 19.234á ó  

como de la Ley 19.992, el derecho a gratuidad en las prestaciones m dicas otorgadas poré  

el Programa de Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS) en servicios de saludó ó  

del pa s, para cuyo acceso la persona debe concurrir al hospital o consultorio de saludí  

correspondiente a su domicilio e inscribirse en la correspondiente oficina del PRAIS.

Adem s, se les ofrece apoyá o t cnico y rehabilitaci n f sica para la superaci n deé ó í ó  

las lesiones f sicas que sean producto de la prisi n pol tica o tortura; se establecieroní ó í  

beneficios  educacionales  consistentes  en  la  continuidad  gratuita  de  estudios  b sicos,á  
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medios o superiores; y se concedieron beneficios en vivienda, correspondientes a acceso a 

subsidios de vivienda.

3.- Reparaciones simb licas, arguye que parte importante de la reparaci n por losó ó  

daños morales causados a los familiares de las v ctimas de violaciones a los Derechosí  

Humanos se realiza a trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdo de losé  

hechos que dieron lugar a aquellas violaciones, ocurriendo que este tipo de acciones 

pretende reparar, ya no a trav s de un pago de dinero paliativo del dolor  siempreé –  

discutible en sus virtudes compensatorias -sino precisamente tratando de entregar una 

satisfacci n a esas v ctimas que en parte logre reparar el dolor y la tristeza actual y conó í  

ello reducir el da o moral.ñ

Indica  que  en la  tarea  de  entregar  una compensaci n  só atisfactiva,  destaca  la 

ejecuci n de diversas obras de reparaci n simb lica, como por ejemplo, la construcci nó ó ó ó  

del  Memorial  del  Cementerio  General  en  Santiago  realizada  en  el  a o  1993;  elñ  

establecimiento, mediante el Decreto N  121, del Ministerio Secretar a General de la° í  

Presidencia, de 10 de octubre de 2006, del D a Nacional del Detenido Desaparecido; laí  

construcci n del Museo de la Memoria y los Derechos Humanos, inaugurado el 11 deó  

enero de 2010; el establecimiento, mediante Ley N  20.405, del Premio Nacional de los°  

Derechos Humanos o la construcci n de diversos memoriales y obras a lo largo de todoó  

el pa s y en lugares especialmente importantes para el recuerdo de las Infracciones a losí  

Derechos Humanos tales como Villa Grimaldi y Tocopilla, entre otras.

En raz n de lo anterior, sostiene que tanto la indemnizaó ci n que se solicita enó  

estos  autos,  como  el  c mulo  de  reparaciones  que  refiere  pretenden  compensar  losú  

mismos da os ocasionados por los mismos hechos, de manera que habiendo compensadoñ  

los mecanismos de resarcimiento que ha se alado, precisamente, aquellos da os, estos noñ ñ  

pueden  ser  exigidos  nuevamente,  citando  jurisprudencia  y  doctrina  relativa  a  la 

improcedencia de la indemnizaci n.ó

Adem s,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  la  acci ná ó ó ó  civil  de 

indemnizaci n de perjuicios con arreglo a lo dispuesto en el art culo 2.332 del C digoó í ó  

Civil, en relaci n con lo dispuesto en el art culo 2.497 del mismo C digo de marras,ó í ó  

se alando al respecto que seg n lo expuesto en el libelo, la detenci n ilegal y torturasñ ú ó  

que la demandante sufri , ocurrieron desde el 28 de noviembre de 1982 al a o 1990, deó ñ  

manera que, a n si se entendiese suspendida la prescripci n durante el per odo de laú ó í  

dictadura militar,  iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de la propia 

v ctima de ejercer las acciones legales correspondientes ante los Tribunales de Justicia,í  

hasta la restauraci n de la democracia, a la fecha de notificaci n de la demanda deó ó  

autos,  esto  es,  4  de  agosto  del  a o  2025,   ha  transcurrido  en  exceso  el  plazo  deñ  

prescripci n extintiva que se ala el art culo 2.332 del C digo Civil.ó ñ í ó

En consecuencia, opone la excepci n de prescripci n de 4 a os establecida en eló ó ñ  

art culo 2332 del C digo Civil, solicitando se acoja y se rechacen ntegramente la acci ní ó í ó  

indemnizatoria deducida como consecuencia de ello, por encontrarse prescrita.
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Subsidiariamente,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  5  a osó ó ñ  

contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2.515, en relaci n con el art culoí ó í  

2.514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hecho exigible el derechoó í  

a  indemnizaci n  y  la  fecha  de  notificaci n  de  la  acci n  civil  intentada  en  autos,ó ó ó  

transcurri  con creces el plazo que establece el citado art culo 2.515 del C digo Civil.ó í ó

Afirma, en relaci n a las excepciones anteriores, que por regla general todos losó  

derechos  y  acciones  son  prescriptibles,  por  lo  que,  siendo  la  imprescriptibilidad 

excepcional, requiere siempre una declaraci n expl cita, la que no ocurre en este caso,ó í  

pues  no  existe  un  texto  constitucional  o  legal  expreso  que  establezca  la 

imprescriptibilidad de la responsabilidad del Estado. Sobre esta materia cabe recordar 

que la prescripci n es una instituci n universal y de orden p blico.ó ó ú

Concluye,  luego  de  citar  jurisprudencia  de  nuestros  Tribunales  superiores  y 

aseverar que no hay norma expresa de derecho internacional  de derechos humanos, 

debidamente  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dico  interno,  que  disponga  laí  

imprescriptibilidad de la  obligaci n  estatal  de indemnizar,  y que no puede tampocoó  

aplicarse por analog a la imprescriptibilidad penal en materia civil, solicitando el rechazoí  

de la demanda por encontrarse prescrita la acci n deducida.ó

En subsidio  de  las  defensas  y  excepciones  anteriores,  alega  que  el  Juez  para 

regular el monto de la indemnizaci n por da o moral, s lo est  obligado a atenerse a laó ñ ó á  

extensi n del da o sufrido por la v ctima, en la cual no tienen influencia la capacidadó ñ í  

econ mica de la demandante y/o del demandado, debiendo considerar en todo caso losó  

pagos recibidos por la actora a trav s de los a os por parte del Estado conforme a lasé ñ  

leyes de reparaci n (N  19.992, sus modificaciones y dem s normativa pertinente), y queó ° á  

seguir  percibiendo a t tulo de pensi n y tambi n los beneficios extra patrimoniales queá í ó é  

estos cuerpos legales contemplan, pues todos ellos tienen por objeto reparar el  da oñ  

moral.

Sostiene que de no accederse a esta petici n subsidiaria implicar a un dó í oble pago 

por un mismo hecho, lo cual contrar a los principios jur dicos b sicos del derecho ení í á  

orden a que no es jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces,í ñ  

haciendo presente que para la adecuada regulaci n y fijaci n del da o moral debenó ó ñ  

considerarse como un par metro v lido los montos establecidos en las sentencias de losá á  

tribunales en esta materia, lo que implica rebajar sustancialmente los montos pecuniarios 

demandados.

En otro apartado explica que ser a improcedente el pago de reajustes e intereses,í  

toda vez que los reajustes s lo pueden devengarse en el caso de queó  la sentencia que se 

dicte en la causa acoja la demanda y establezca esa obligaci n, y adem s desde queó á  

dicha sentencia se encuentre firme o ejecutoriada; y los reajustes que procedieren de 

ninguna manera podr an contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que laí  

sentencia que los concede se encuentre firme o ejecutoriada.
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Respecto de los intereses, el art culo 1.551 del C digo Civil establece expresamente queí ó  

el  deudor  no  est  en  mora  sino  cuando  ha  sido  judicialmente  reconvenido  y  haá  

retardado el cumplimiento de la sentencia.

Por lo anterior, y en el hipot tico caso de que el Tribunal decida acoger la acci né ó  

de  autos,  tales  reajustes  e  intereses  s lo  podr n  devengarse  desde  que  la  sentenciaó á  

condenatoria se encuentre firme o ejecutoriada y su representado incurra en mora.

Concluye  solicitando que,  conforme  a  las  excepciones,  defensas  y  alegaciones 

opuestas, se rechace la acci n deducida en todas sus partes; y, en subsidio, se rebaje eló  

monto de la indemnizaci n pretendida; con costas.ó

Que, con fecha 28 de octubre de 2025, a folio 14, se tiene por evacuada la 

r plica y, con fecha 12 de diciembre de 2025, a folio 16, la d plica.é ú

Que, con fecha 12 de diciembre de 2025, a folio 16, se recibe la causa a prueba 

por el t rmino legal, rindi ndose la que consta en autos.é é

Que,  con fecha  7 de  agosto  de  2026,  a  folio  42,  se  cita  a  las  partes  a  o rí  

sentencia.

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que,  en  estos  autos  comparecen  Mauricio  Gajardo  Guzm n  yá  

Waldo  Torres  Hugo,  abogados,  en  representaci n  de  Elizabeth  Rendic  Olate,  eó  

interponen demanda de indemnizaci n de perjuicios por responsabilidad extracontractualó  

en contra del Fisco de Chile, conforme a los fundamentos de hecho y de derecho ya 

rese ados, solicitando, en definitiva, que se condene a la demandada al pago de la sumañ  

de $250.000.000, por concepto de da o moral,  o aquella que el  Tribunal determineñ  

conforme a derecho, debidamente reajustada de acuerdo con la variaci n del ndice deó Í  

Precios al Consumidor desde la fecha de interposici n de la demanda hasta su pagoó  

efectivo, m s los intereses legales correspondientes y las costas de la causa.á

SEGUNDO: Que,  no  existe  en  autos  controversia  sustancial  y  pertinente 

respecto de la efectividad de los hechos invocados en la demanda, a saber, la detenci n yó  

torturas sufridas por la demandante desde el 28 de noviembre de 1982, fecha en que fue 

colisionada y detenida violentamente por Carabineros de Chile, falleciendo su pareja, 

siendo  trasladada  a  la  18  Comisar a  de  Carabineros,  siendo  objeto  de  torturas,ª í  

trasladada a la 1  Comisar a de Carabineros y al Cuartel Borgo o de la CNI, siendoª í ñ  

derivada el 24 de diciembre de 2024 al Centro de Orientaci n Femenina por 10 d as yó í  

trasladada  a  la  C rcel  de  Hombres  de  San  Miguel  y  C rcel  de  Santo  Domingo,á á  

permaneciendo  en  prisi n  polic a  por  m s  de  seis  a os,  siendo  liberada  en  1990,ó í á ñ  

sufriendo persecuci n pol tica hasta 1993; ni en cuanto a la existencia del da o moraló í ñ  

que la actora alega le han causado esas circunstancias, lo cual es as , no solo porque laí  

parte demandada en su contestaci n no ha negado tales hechos y sus secuelas,  sinoó  
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porque los confirma impl citamente al sostener que la actora ya ha sido indemnizado porí  

el concepto que demanda en autos.

TERCERO: Que,  en  lo  que  ata e  a  las  excepciones  y  alegaciones  de  lañ  

demandada,  se  tendr  por  acreditado,  con  el  m rito  del  Oficio  Ord.  DSGT  Ná é ° 

53581/2026, de fecha 15 de julio del a o 2025, emanado del Instituto de Previsi nñ ó  

Social,  Departamento  Secretar a  General  y  Transparencia,  que  la  actora  Elizabethí  

Rendic Olate percibi , durante el per odo comprendido entre febrero de 2005 y junio deó í  

2026,  por concepto de pensi n de la Ley N  19.992,  la suma de $45.525.025;  poró °  

concepto de aguinaldos, la suma de $766.160; y por aporte nico de la Ley N  20.874,ú °  

la suma de $1.000.000, lo que hace un total de $47.291.185, ascendiendo su pensi nó  

actual a la suma de $288.634.

CUARTO: Que el Fisco de Chile opuso la excepci n de reparaci n integral,ó ó  

manifestando  que  tanto  la  Ley  N  19.123,  que  cre  la  Corporaci n  Nacional  de° ó ó  

Reparaci n  y  Reconciliaci n,  como  la  ley  N  19.992,  han  establecido  mecanismosó ó  

mediante  los  cuales  se  han  concretado compensaciones  consistentes  en tres  tipos  de 

reparaciones, siendo estas: a) Indemnizaciones mediante transferencias directas de dinero; 

b)  Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechos  sobre  prestaciones  estatalesó  

espec ficas y c) Resarcimientos simb licos.í ó

Agregando, luego, que los referidos mecanismos de reparaci n han compensado,ó  

precisamente, los da os que  ñ la actora alega haber sufrido como consecuencia de los 

hechos que refiere, no pudiendo, por ello, ser exigidos nuevamente como se pretende en 

autos, por lo que solicita sea acogida.

QUINTO: Que,  en su escrito  de r plica,  la actora solicita el  rechazo de laé  

excepci n de reparaci n integral interpuesta por el Fisco, sosteniendo que los beneficiosó ó  

otorgados por las Leyes N  19.992 y N  20.874 tienen un car cter austero y simb lico y° ° á ó  

no constituyen una reparaci n ntegra del da o sufrido. Agrega que tales prestaciones noó í ñ  

resultan incompatibles con la indemnizaci n judicial reclamada, atendido que esta ltimaó ú  

persigue reparar espec ficamente el da o moral ocasionado por la prisi n pol tica y lasí ñ ó í  

torturas padecidas.

SEXTO: Que  a  fin  de  resolver  adecuadamente  la  discordancia  de  los 

planteamientos descritos referente a si el resarcimiento al da o moral que reclama elñ  

demandante resulta comprendido dentro de las asignaciones que ha entregado el Fisco 

por disposici n de las leyes 19.123 y 19.992, resulta atinente citar al efecto lo dispuestoó  

por el art culo 24 de aqu l cuerpo legal que precept a que La pensi n de reparaci ní é ú “ ó ó  

ser  compatible con cualquiera otra, de cualquier car cter, de que goce o que pudiereá á  

corresponder al respectivo beneficiario. Ser , asimismo, compatible con cualquier otroá  

beneficio  de seguridad social  establecido en las  leyes .  En este  mismo sentido y  en”  

concomitancia con lo regulado por dicho art culo, la ley 19.992, en su art culo 4, incisoí í  

primero, ha dispuesto que: Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos segundo, tercero y“  

cuarto del art culo 2  de la presente ley, la pensi n otorgada por esta ley ser  compatibleí ° ó á  
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con cualquiera otra, de cualquier car cter, de que goce o que pudiere corresponder alá  

respectivo beneficiario, incluidas las pensiones asistenciales del decreto ley N  869, de°  

1975.”

De acuerdo con ello, puede sostenerse que los cuerpos legales rese ados no hanñ  

restringido de modo alguno ni han establecido la incompatibilidad de un monto anexo 

de entidad reparatoria que pudiere asign rsele al causante o v ctima de violaciones a losá í  

derechos  humanos,  sin  efectuarse,  asimismo,  distingo alguno que pudiere  suponer  la 

contrariedad existente entre los montos que se demandan en autos, correspondiente al 

da o moral alegado por la demandante con los que determinan las leyes en comento,ñ  

mostr ndose, impl citamente, que pueden existir otro tipo de reconocimientos monetariosá í  

distintos a dicha pensi n a los cuales pueden optar los causantes.ó

Luego, resulta forzoso establecer que las reparaciones que contemplan las leyes en 

referencia,  en  caso  alguno  supondr an  coí ncluir  que  el  da o  moral  se  encuentrañ  

fehaciente y concretamente resarcido mediante el otorgamiento de sus prestaciones, por 

cuanto necesariamente conllevar a entender que el dolor, pesar o angustia que se alegaí  

presente en el demandante, en raz n del sometimiento a un apresamiento ileg timo yó í  

aplicaci n de tormentos constitutivos de torturas, encuentra un quantum predefinido poró  

esa ley, no existiendo, por ende, un par metro objetivo al respecto sino que m s bien,á á  

resulta  entregado  a  la  prudencia  judicial  seg n  las  disposiciones  del  Derechoú  

Internacional y la Constituci n Pol tica de la Rep blica, precisamente en sus art culos 4,ó í ú í  

6, 38 y 76.

S PTIMO:É  Cabe  asentarse  que  el  razonamiento  esbozado  anteriormente 

aparece ratificado por la misma ley 19.123, la que en el inciso primero del art culoí  

cuarto  establece  que:  En  caso  alguno  la  Corporaci n  podr  asumir  funciones“ ó á  

jurisdiccionales propias de los Tribunales de Justicia ni interferir en procesos pendientes 

ante ellos. No podr , en consecuencia, pronunciarse sobre la responsabilidad que, coná  

arreglo a las leyes, pudiere caber a personas individuales.”

Por tanto y seg n lo ya razonado, al no resultar incompatible la presente acci n con losú ó  

pagos efectuados debido a las pensiones contempladas por las leyes N  19.992 y N° ° 

20.874 y al no poder englobarse el da o moral alegado en las prestaciones determinadasñ  

por ella, habr  de rechazarse la excepci n del Fisco.á ó

OCTAVO: Que, adem s,  opuso la excepci n de prescripci n extintiva de laá ó ó  

acci n de indemnizaci n de perjuicios, se alando al respecto que la detenci n  y torturasó ó ñ ó  

sufridas por la actora se habr an llevado a cabo el 28 de noviembre de 1982 a 1990, auní  

si se entendiese suspendida la prescripci n durante el periodo de la dictadura militar,ó  

iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de la v ctima de ejercer las accionesí  

legales  correspondientes  ante  los  tribunales  de  justicia,  hasta  la  restauraci n  de  laó  

democracia, a la fecha de notificaci n de la demanda al Fisco de Chile, esto es el 11 deó  

agosto  de  2025,  ha  transcurrido  en  exceso  el  plazo  de  prescripci n  extintiva  queó  

establece el citado art culo 2.332 del C digo Civil.í ó
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Subsidiariamente, en el evento de estimarse que dicha norma no es aplicable al 

caso de autos, opone la excepci n dó e prescripci n extintiva de 5 a os contemplada paraó ñ  

las acciones y derechos en el art culo 2.515, en relaci n con el art culo 2.514 del C digoí ó í ó  

Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hecho exigible el derecho a indemnizaci ní ó  

pretendido en autos y la fecha de notificaci n de la acci n civil  intentada en autos,ó ó  

transcurri  con creces el plazo que establece el citado art culo 2.515 del C digo Civil.ó í ó

NOVENO:  Que, en su escrito de r plica, la actora solicit  el rechazo de laé ó  

excepci n de prescripci n interpuesta por el Fisco, alegando, en s ntesis, que las accionesó ó í  

reparatorias  derivadas  de  cr menes  de  lesa  humanidad  son  imprescriptibles,  porí  

encontrarse  sometidas  a  un  estatuto  especial  de  responsabilidad  regido  por  la 

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  por  las  normas  y  principios  del  Derechoó í ú  

Internacional  de  los  Derechos  Humanos.  Sostiene  que  los  da os  ocasionados  por  elñ  

Estado mediante actos masivos y sistem ticos de prisi n pol tica y tortura no puedená ó í  

sujetarse a las reglas de prescripci n propias de los il citos civiles comunes, de modo queó í  

resultan inaplicables las disposiciones contenidas en el T tulo XXXV del Libro IV delí  

C digo Civil, particularmente sus art culos 2332, 2514 y 2515. A ade que admitir laó í ñ  

prescripci n importar a desconocer el deber estatal de reparar ntegramente las gravesó í í  

vulneraciones de derechos humanos sufridas por la v ctima y favorecer la impunidadí  

respecto de hechos que ninguna persona estaba jur dicamente obligada a soportar.í

D CIMO:É  Que, a fin de otorgar un adecuado pronunciamiento acerca de la 

excepci n de prescripci n que interpuso la demandada, ha de asentarse, en primer lugar,ó ó  

que los hechos de los cuales pende la pretensi n del demandante se enmarcan en losó  

denominados Cr menes de Lesa Humanidad . En este sentido, es de saber que dicha“ í ”  

acu aci n conceptual encuentra sustento legal en el art culo 7 del Estatuto de Roma deñ ó í  

la Corte Penal Internacional, incorporado a nuestra legislaci n mediante el decreto Nó ° 

104 del  Ministerio  de Relaciones Exteriores  de fecha 1 de agosto  de 2009,  el  cual 

precept a que: A los efectos del presente Estatuto, se entender  por "Crimen de Lesaú “ á  

Humanidad" cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un 

ataque generalizado o sistem tico contra una poblaci n civil  y  con conocimiento deá ó  

dicho  ataque:  a)  Asesinato;  b)  Exterminio;  c)  Esclavitud;  d)  Deportaci n  o  trasladoó  

forzoso de poblaci n; e) Encarcelaci n u otra privaci n grave de la libertad f sica enó ó ó í  

violaci n de normas fundamentales de derecho internacional; f) Tortura; g) Violaci n,ó ó  

esclavitud  sexual,  prostituci n  forzada,  embarazo  forzado,  esterilizaci n  forzada  oó ó  

cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; h) Persecuci n de unó  

grupo  o  colectividad  con  identidad  propia  fundada  en  motivos  pol ticos,  raciales,í  

nacionales,  tnicos,  culturales,  religiosos,  de g nero definido en el  p rrafo 3,  u otrosé é á  

motivos  universalmente  reconocidos  como  inaceptables  con  arreglo  al  derecho 

internacional, en conexi n con cualquier acto mencionado en el presente p rrafo o conó á  

cualquier crimen de la competencia de la Corte ; i) Desaparici n forzada de personas; j)ó  

El  crimen  de  apartheid;  k)  Otros  actos  inhumanos  de  car cter  similar  que  causená  
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intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad f sica oí  

la salud mental o f sica. í ”

Que, enseguida, el mismo art culo en su n mero 2, establece que: Por "ataqueí ú “  

contra una poblaci n civil" se entender  una l nea de conducta que implique la comisi nó á í ó  

m ltiple  de  actos  mencionados  en  el  p rrafo  1  contra  una  poblaci n  civil,  deú á ó  

conformidad con la pol tica de un Estado o de una organizaci n de cometer ese ataqueí ó  

o para promover esa pol tica . El mismo n mero prosigue indicando que: Por "torturaí ” ú “ ” 

se  entender  causar  intencionalmente  dolor  o  sufrimientos  graves,  ya  sean  f sicos  oá í  

mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, 

no se entender  por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven nicamente deá ú  

sanciones l citas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas .í ”

Asimismo, el art culo 1  de la Convenci n de Contra la Tortura y Otros Tratos oí ° ó  

Penas Crueles,  Inhumanos o Degradantes,  promulgado en Chile el  7 de octubre de 

1988, entiende por tortura: Todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una“  

persona dolores o sufrimientos graves, ya sean f sicos o mentales, con el fin de obtener deí  

ella  o  de  un  tercero  informaci n  o  confesi n,  de  castigarla  por  un  acto  que  hayaó ó  

cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a 

otras, o por cualquier raz n basada en cualquier tipo de discriminaci n, cuando dichosó ó  

dolores o sufrimientos sean influidos por un funcionario p blico u otra persona en elú  

ejercicio de funciones p blicas,  a instigaciones p blicas,  a instigaci n suya, o con suú ú ó  

consentimiento o aquiescencia. No se considerar n torturas los dolores o sufrimientos queá  

sean  consecuencia  nicamente  de  sanciones  leg timas,  o  que  sean  inherentes  oú í  

incidentales a stas.é ”

Que conforme a las normas de Derecho Internacional previamente anotadas, se 

observa que la acciones ejecutadas por el Estado de Chile, a trav s de sus agentes, queé  

conllevaron  la  detenci n  y  encarcelaci n  arbitraria  y  el  sometimiento  a  tratosó ó  

constitutivos de tortura en contra de la actora de marras, se enmarcan dentro de las 

conductas definidas por el relatado n mero 2 del art culo 7 del Estatuto de la Corteú í  

Penal Internacional y 1 de la Convenci n de Contra la Tortura y Otros Tratos o Penasó  

Crueles,  Inhumanos  o  Degradantes  ,  esto  es,  dentro  de  los  ataques  sistem ticos  yá  

generalizados dirigidos contra la poblaci n civil consistentes y aplicaci n de tormentosó ó  

prohibidos  por  la  referida  Convenci n  contra  la  Tortura,  ocurridas  en  la  data  yaó  

rese ada en contra del demandante dentro del per odo de dictadura militar que imperñ í ó 

en Chile hasta el a o de 1990.ñ

UND CIMO:É  Que conforme lo asentado en el considerando inmediatamente 

anterior es menester apuntar que las normas de Derecho Internacional han establecido, 

como criterio general, que ante episodios en que se hayan cometido acciones descritas 

como de lesa humanidad por parte de un Estado, surge para las v ctimas el derecho deí  

solicitar al aparato estatal la investigaci n y sanci n de los responsables de violacionesó ó  
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graves  a  los  derechos  humanos,  como  las  anotadas  anteriormente,  todo  ello  por 

contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional.

As ,  tenemos  que  el  art culo  25  de  la  Convenci n  Americana  de  Derechosí í ó  

Humanos, promulgado en Chile mediante el decreto N  873 de fecha 5 de enero de°  

1991-ratificado en octubre de 1990-,  refiere  que Toda persona tiene derecho a un“  

recurso sencillo y r pido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunalesá  

competentes,  que  la  ampare  contra  actos  que  violen  sus  derechos  fundamentales 

reconocidos  por  la  Constituci n,  la  ley  o  la  presente  Convenci n,  aun  cuando  taló ó  

violaci n sea cometida por personas que act en en ejercicio de sus funciones oficiales.ó ú ”

Asimismo, se observa que el art culo 1.1 de dicho Tratado, afirma, en relaci n aí ó  

la obligaci n que deben ó cumplir los Estados a fin de permitir el acceso a la reparaci nó  

ntegra de quienes han sido v ctimas de atentados en contra de sus Derechos Humanos,í í  

que: Los Estados Partes en esta Convenci n se comprometen a respetar los derechos y“ ó  

libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 

est  sujeta a su jurisdicci n, sin discriminaci n alguna por motivos de raza, color, sexo,é ó ó  

idioma, religi n, opiniones pol ticas o de cualquier otra ndole, origen nacional o social,ó í í  

posici n econ mica, nacimiento o cualquier otra condici n social .ó ó ó ”

En relaci n con lo anterior, se encuentra el art culo 5 de dicho cuerpo normativo,ó í  

que  protege la integridad personal de las personas, en donde se indica que: 1. Toda“  

persona tiene derecho a que se respete su integridad f sica, ps quica y moral. 2. Nadieí í  

debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda 

persona privada de libertad ser  tratada con el respeto debido a la dignidad inherente alá  

ser humano.”

DUOD CIMO:É  Que,  en  el  sentido  que  se  viene  razonando,  es  menester 

precisar que la presente demanda ha buscado la responsabilidad del Estado basada en el 

art culo 38 inciso segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, conforme a laí ó í ú  

cual, resulta atribuible a la Administraci n los perjuicios morales que se ala respecto deó ñ  

la detenci n arbitraria y tortura que se aplic  desde el 28 de noviembre de 1982 hasta suó ó  

liberaci n en el a o 1990.ó ñ

En este punto, a juicio de esta sentenciadora, la responsabilidad que se alega n“ o 

puede  entenderse  prescrita  por  aplicaci n  de  las  disposiciones  del  derecho  com n.” ó ú  

Efectivamente, el art culo 2332 del C digo Civil se ala que: Las acciones que concedeí ó ñ “  

este t tulo por da o o dolo, prescriben en cuatro a os contados desde la perpetraci n delí ñ ñ ó  

acto ; si se tomare en consideraci n la norma citada a la letra claramente la acci n sub” ó ó  

judice se encontrar a prescrita, pues, siendo notificada el 11 de agosto del a o 2025 a esaí ñ  

data se encontrar a el cumplido totalmente el plazo reci n citado, teniendo en cuentaí é  

que los hecho il citos que se imputan al Estado y de los cuales estriba la acci n aludidaí ó  

terminaron de producirse en el a o 1973.ñ

D CIÉ MO TERCERO: Que no obstante la reflexi n descrita, se observa que eló  

hecho reci n anotado tiene una vertiente diametralmente distinta a las que se regulané  
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por nuestro C digo Civil. As , ha de asentarse que en el presente caso estamos frente aó í  

una  acci n  que  deriva  de  la  comisi n  de  un  Crimen  Internacional ,  previsto  yó ó “ ”  

sancionado mediante normas contenidas en instrumentos del mismo car cter, que, comoá  

se dijo, se encuentran ratificados por Chile, espec ficamente, en lo contemplado por elí  

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, por la Convenci n Americana deó  

Derechos Humanos, por la Convenci n de Ginebra de 1949, por la Convenci n contraó ó  

la  Tortura  y  otros  tratos  o  penas  crueles,  inhumanos  o  degradantes  y  cuya 

imprescriptibilidad  se  encuentra  expresamente  regulada  en  la  Convenci n  sobre  laó  

Imprescriptibilidad  de  los  Cr menes  de  Guerra  y  contra  la  Humanidad  de  26  deí  

Noviembre de 1968, sin perjuicio de otros instrumentos internacionales que regulan la 

perpetraci n de acciones criminales  transgresoras  de derechos fundamentales  como yó  

principios de derecho internacional o Derecho Internacional Consuetudinario

D CIMO CUARTO:É  Que, asimismo, nuestra carta fundamental es coincidente 

con  la  reglamentaci n  internacional  de  los  cr menes  atentatorios  contra  la  dignidadó í  

humana, en donde ha procurado que el Estado en su actividad tenga como limitaci n losó  

derechos fundamentales de que son titulares las personas en cuanto tal y que, adem s, seá  

encuentren contemplados en instrumentos del Derecho de los Tratados Internacionales. 

As , el art culo 5 inciso segundo de la Carta Pol tica prescribe que: El ejercicio de laí í í “  

soberan a reconoce como limitaci n el respeto a los derechos esenciales que emanan deí ó  

la naturaleza humana. Es deber de los rganos del Estado respetar y promover talesó  

derechos, garantizados por esta Constituci n, as  como por los tratados internacionalesó í  

ratificados por Chile .”

De acuerdo a lo expresado, resulta inconcuso establecer que la responsabilidad 

que se pretende declarar en este juicio deriva de los perjuicios morales que se dicen 

causados por la comisi n de una violaci n manifiesta y grave de los derechos y libertadesó ó  

contemplados en la Declaraci n Universal de los Derechos Humanos, como asimismo,ó  

en otros instrumentos Internacionales como el Pacto de San Jos  de Costa Rica;  seé  

percibe adem s, que las acciones cometidas por los agentes del Estado en contra delá  

demandante en la data referida atentan contra lo dispuesto en el art culos 5 y 7 delí  

cuerpo legal rese ado, esto es,  el  derecho a la integridad personal y a la libertad yñ  

seguridad personal.

Que, en adici n a la preceptiva reci n citada, acontecó é e que la  tortura del cual se 

viene hablando, infringe tambi n, lo dispuesto por el art culo 3 de la Convenci n deé í ó  

Ginebra de 1949 el cual presupone que: En caso de conflicto armado que no sea de“  

ndole internacional y que surja en el territorio de una  de las Altas Partes Contratantes,í í  

cada una de las Partes en conflicto tendr  la obligaci n de aplicar, como m nimo, lasá ó í  

siguientes  disposiciones:  1)  Las  personas  que  no  participen  directamente  en  las 

hostilidades,  incluidos  los  miembros  de  las  fuerzas  armadas  que  hayan  depuesto  las 

armas y las personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detenci n o poró  

cualquier  otra causa,  ser n,  en todas las  circunstancias,  tratadas con humanidad,  siná  
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distinci n alguna de ndole desfavorable, basada en la raza, el color, la religi n o laó í ó  

creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna, o cualquier otro criterio an logo. A esteá  

respecto, se proh ben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que ata e a las personas arribaí ñ  

mencionadas: a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el 

homicidio  en  todas  sus  formas,  las  mutilaciones,  los  tratos  crueles,  la  tortura  y  los 

suplicios.

 Que de la referida regulaci n internacional que reciben los hechos sobre los queó  

reposa la pretensi n indemnizatorió a de marras y por el car cter vejatorio de la dignidadá  

humana que stos revisten, en donde se anula toda posibilidad del reconocimiento de losé  

derechos y libertades que le concern an a la v ctima, puede concluirse que la entidad yí í  

naturaleza de stos no presenta equivalencia con los que el derecho privado consideraé  

como sucesos il citos, esto es, los primeros, como se dijo, son denuestos f sicos y moralesí í  

en contra de los Derechos Humanos y que son cr menes internacionales que tienen unaí  

regulaci n supraconstitucional- normas integradas, como se dijo, a nuestra legislaci n-yó ó  

los segundos provienen de la vulneraci n ya del incumplimiento de un deber contractualó  

ya de un il cito civil doloso o negligente, cuyo estatuto legal debe regirse por normas deí  

derecho com n.ú

D CIMO SEXTO:É  Que, sin perjuicio de lo razonado en lo anterior, resulta 

atinente al caso en estudio lo dispuesto por el art culo 29 del Estatuto de la Corte deí  

Roma el que se ala que Los cr menes de la competencia de la Corte no prescribir n.ñ “ í á ” 

Como se asent  previamente, estamos en presencia de una acci n civil reparatoria cuyaó ó  

fuente se encuentra en la comisi n de un crimen de lesa humanidad en contra de laó  

actora de marras, el que se regula internacionalmente y que cuya imprescriptibilidad, sin 

hacer  el  distingo  entre  la  acci n  penal  o  civil  que  derive  del  mismo,  se  encuentraó  

normada expresamente en el referido Estatuto. Adem s, es preciso en este punto citar elá  

art culo 75 del mentado cuerpo legal internacional, el cual precept a que: 1. La Corteí ú “  

establecer  principios aplicables a la reparaci n, incluidas la restituci n, la indemnizaci ná ó ó ó  

y la rehabilitaci n, que ha de otorgarse a las v ctimas o a sus causahabientes. Sobre estaó í  

base,  la  Corte,  previa  solicitud  o  de  oficio  en  circunstancias  excepcionales,  podrá 

determinar en su decisi n el alcance y la magnitud de los da os, p rdidas o perjuiciosó ñ é  

causados a las v ctimas o a sus causahabientes, indicando los principios en que se funda.í  

2. La Corte  podr  dictar  directamente una decisi n contra el  condenado en la queá ó  

indique  la  reparaci n  adecuada  que  ha  de  otorgarse  a  las  v ctimas,  incluidas  laó í  

restituci n,  la  indemnizaci n  y  la  rehabilitaci n.  Cuando  proceda,  la  Corte  podró ó ó á 

ordenar que la indemnizaci n otorgada a t tulo de reparaci n se pague por conducto deló í ó  

Fondo Fiduciario previsto en el art culo 79.í ”

Del precepto legal indicado puede recogerse que la comisi n del tipo de cr menesó í  

de que se viene hablando da derecho a las v ctimas a que se establezcan principios deí  

reparaci n  adecuada,  incluidas  la  restituci n,  indemnizaci n  y  rehabilitaci n,  noó ó ó ó  

previniendo en la distinci n que establece la demandada respecto a que, atendida laó  
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entidad patrimonial de la acci n, deba entenderse que su regulaci n quede supeditada aó ó  

las reglas del derecho privado, razonamiento que se encuentra plasmado, tambi n en elé  

n mero  6  del  referido  art culo  el  cual  prescribe  que:  Nada  de  lo  dispuesto  en  elú í “  

presente art culo podr  interpretarse en perjuicio de los derechos de las v ctimas coní á í  

arreglo al derecho interno o el derecho internacional.”

D CIMOÉ  S PTIMO:É  Que, en a adidura a lo expuesto, resulta re ido con lañ ñ  

l gica y alejado a un principio de razonabilidad asentar que, si se ha estimado por eló  

Derecho Internacional la imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, tal como 

se asever  pret ritamente, pueda concluirse que a la acci n civil que emane del mismoó é ó  

se le otorgue un trato distinto, toda vez que las normas previamente transcritas han 

asentado lo contrario.

D CIMO OCTAVO:É  Que, adem s, resulta necesario agregar que supeditar laá  

prescripci n de la acci n de marras a las normas entregadas al respecto por la normativaó ó  

del derecho com n nacional conllevar a establecer un distingo arbitrario e incoherenteú í  

con la regulaci n internacional de los cr menes de guerra y de lesa humanidad, poró í  

cuanto no resulta razonable otorgar a la acci n de autos un tratamiento dis mil a laó í  

acci n penal derivada de comportamientos descritos en la ley como cr menes en contraó í  

de la humanidad, siendo el hecho de que la normativa internacional no lo ha efectuado, 

sino que, por el contrario ha propugnado lo contrario, como se ha dicho; efectuar una 

distinci n  como  la  descrita  en  donde  la  misma  regulaci n  internacional  no  lo  haó ó  

efectuado, aplicando, al efecto, normas de derecho privado no atingentes a un caso como 

el de marras, significar a deslizarse al terreno de lo arbitrario o efectuar una decisi n, aí ó  

lo menos, antojadiza sobre el caso, lo que no puede ser avalado por la infrascrita. Que 

en  correlato  con  lo  reflexionado  anteriormente  y  las  consideraciones  atinentes  a  la 

aplicaci n  del  Derecho Internacional  y principios  rectores  del  mismo conforme a laó  

situaci n de autos y por considerar que el hecho de la aplicaci n de la prescripci nó ó ó  

contemplada por el derecho privado supondr a la vulneraci n de aquellas y dejar siní ó  

aplicaci n  la  responsabilidad  del  Estado  conforme  lo  dispone  el  art culo  38  incisoó í  

segundo de la Carta Fundamental y 4 de la Ley Org nica de Bases Generales de laá  

Administraci n del Estado, s lo cabe rechazar la excepci n de prescripci n planteadaó ó ó ó  

por el Fisco en todas sus partes.

D CIMO  NOVENO:É  Que,  en  m rito  de  lo  anterior,  encontr ndoseé á  

reconocidos por el Fisco los da os acaecidos en la persona del demandante por parte deñ  

Agentes del Estado, al hab rsele considerado como v ctima de presidio pol tico y torturaé í í  

y asign ndole al mismo las prestaciones de las leyes 19.992  y 20.874, es dable consignará  

que, adem s, resulta innegable considerar que el hecho de haber sido la actora sometidoá  

a torturas f sicas y ps quicas, ha provocado en su persona pesar y angustia, sentimientosí í  

que marcan la vivencia de cualquier persona normal que se vea expuesta a una situaci nó  

traum tica como la de marras, resultando, entonces, natural una magulladura an mica yá í  

una consecuente consternaci n por el sometimiento a ese tipo de tormentos ileg timos yó í  
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degradantes, a los que nadie, seg n la regulaci n internacional precitada, se encuentra enú ó  

posici n jur dica de soportar.ó í

Que,  a  mayor  abundamiento,  atendido  los  graves  hechos  fundantes  de  la 

demanda, el m rito deé  la prueba documental agregada, lo ya razonado en los motivos 

precedentes, y lo dispuesto en el art culo 426 del C digo de Procedimiento Civil, permiteí ó  

formar convicci n en esta sentenciadora de la existencia del da o moral demandada poró ñ  

la actora.

VIG SIMÉ O: Que, en consecuencia, encontr ndose comprobada la comisi n delá ó  

delito  de  lesa  humanidad  cometido  por  agentes  del  Estado  en  contra  de  Elizabeth 

Rendic Olate, la circunstancia de los detrimentos morales que ste ha sufrido por elé  

hecho  descrito  y  teniendo  en  consideraci n  lo  dispuesto  en  los  art culos  38  incisoó í  

segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y 4 de la Ley Org nica de Basesó í ú á  

Generales de la Administraci n del Estado, ha nacido la obligaci n del Estado respecto aó ó  

indemnizar los referidos menoscabos.

VIG SIMÉ O  PRIMERO: Que,  conforme  lo  reflexionado  en  el  ac piteá  

inmediatamente anterior y atendida la imposibilidad de efectuar una medici n de laó  

intensidad del dolor o merma en su proyecto de vida que ha padecido el demandante 

producto  del  sometimiento  a  prisi n  pol tica  y  torturas  sistem ticas  por  agentes  deló í á  

Estado, se regulara prudencialmente el monto de la indemnizaci n a pagar por el Estadoó  

al actor, debiendo ser sta de $80.000.000.é

VIG SIMO  SEGUNDO:  É Que  deber  pagarse  la  indemnizaci n  rese adaá ó ñ  

reajustada de conformidad a la variaci n del ndice de Precios al Consumidor desde laó Í  

fecha en que la presente sentencia se encuentre firme.

VIG SIMO TERCERO:É  Que, en lo que respecta a la solicitud de intereses, 

resulta pertinente atender a lo dispuesto en el art culo 752 del C digo de Procedimientoí ó  

Civil, en relaci n con el N  1 del art culo 1551 del C digo Civil. Conforme a dichasó ° í ó  

disposiciones,  la obligaci n de pago en dinero que se declara en esta sentencia soloó  

comenzar  a devengar intereses para operaciones reajustables desde el momento en queá  

el deudor se constituya en mora, lo que tendr  lugar transcurridos sesenta d as desde laá í  

recepci n,  por parte  del  Ministerio correspondiente,  del  oficio a que alude el  incisoó  

segundo  del  art culo  752  del  C digo  de  Procedimiento  Civil.  En  consecuencia,í ó  

nicamente superado dicho plazo legal podr  exigirse el pago de intereses moratorios,ú á  

por cuanto la constituci n en mora no opera de pleno derecho, sino previa notificaci nó ó  

formal en los t rminos que la normativa regula expresamente.é

VIG SIMO CUARTO:É  Que los restantes medios de prueba en nada alteran lo 

resuelto.

Por estas consideraciones, y visto adem s lo que disponen los art culos 1698 yá í  

1712 del C digo Civil; 144, 160, 169, 170, 342 N  2 del C digo de Procedimiento Civil;ó ° ó  

Ley 19.123; Ley 19.992; art culos 3 y siguientes de la Convenci n de Viena de 1949;í ó  

art culos 1 y siguientes de la Convenci n Contra la Tortura y Otros Tratos o Penasí ó  
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Crueles, Inhumanos o Degradantes; art culos 1 y siguientes de la Convenci n Americanaí ó  

de Derechos Humanos; art culos 2 y 7 y siguientes del Estatuto  de Roma de la Corte 

Penal Internacional; art culos 27 y siguientes de la Convenci n de Viena, se resuelve:í ó

I. Que  se  rechaza  la  excepci n  de  reparaci n  integraló ó  deducida  por  la 

demandada.

II. Que se rechaza la excepci n de prescripci nó ó  deducida por la demandada.

III. Que se acoge la demanda de folio 1 conden ndose al Estado de Chile aá  

pagar  al  demandante,  a  t tulo  de  indemnizaci n  por  da o  moral,  la  cantidad  deí ó ñ  

$80.000.000, reajustada de acuerdo con la variaci n del ndice de Precios al Consumidoró Í  

entre la fecha en que la sentencia de marras se encuentre ejecutoriada y la del pago 

efectivo de la misma.

IV. Que, cada parte pagar  sus costas. Reg strese, notif quese y arch vese, en suá í í í  

oportunidad.

C-8737-2025.

DICTADA POR ROMMY M LLER UGARTE, JUEZ TITULAR DELÜ  

SEXTO JUZGADO CIVIL DE SANTIAGO.

AUTORIZA  MAR A  ELENA  MOYA  GÍ ÚMERA,  SECRETARIA 

SUBROGANTE.

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 

162 del C.P.C. en  Santiago,  veintiocho de agosto de dos mil veintis isé

Código: JGXECVLMJSZ

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl


		2026-08-28T12:04:44-0400




